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Juan Rafael Gutiérrez* 
Esther E. Díaz y Díaz* 
Eñe Mejía y Mejía*

El ámbito de responsabilidad civil que trataremos en este ensayo 
es relativo a los esposos, tema que no ha sido estudiado en nuestro 
país. El mérito de esta monografía radica en que nos vemos movidos 
a crear doctrina dominicana, aun sea a base de la francesa, pues tene­
mos que determinar las posibilidades jurídicas que tienen los esposos 
para que una demanda en daños y perjuicios incoada entre ellos pros­
pere.

La legislación dominicana establece que toda persona que cause 
un daño a otra persona debe repararlo. Con estos términos se consa­
gra la responsabilidad civil en nuestro ordenamiento jurídico y por lo 
tanto no hay vacilación para su aplicación entre los particulares.

Para lograr nuestro fin es necesario que englobemos, en este tra­
bajo, diferentes datos que nos permitan establecer la libertad y la in­
dividualidad de los hombres y las mujeres, independientemente del 
estado civil de éstos. Asimismo examinaremos las prerrogativas o de­
rechos que les otorga la ley.

Einalmentc, se hace imprescindible para desarrollar un trabajo sis­
temático y ordenado escindir este tema en dos capítulos principales: 
Esta (uto Legal de los Esposos (Capítulo I) y Diferentes Clases de 
Besponsabilidad Civil entre los Esposos (Capítulo II).

• Estudiantes de la Maestría de Ciencias Jurídicas PUCMM. Este trabajo es un resumen del 
presentado en el Seminario sobre Derecho Civil (Regímenes Matrimoniales) de la Maestría. 
Gutiérrez es Lie. en Derecho UCMM y Díaz y Mejía, doctores en Derecho UASD.



C APITULO I

ESTATUTO LEGAL DE LOS ESPOSOS 
t

Sección I.- Respecto de su Persona:

A.- En Derecho Político

democracia nacieron
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Con la organización de Roma y Grecia en

A través del tiempo se ha hecho una diferencia entre nacionales y 
extranjeros, puesto que los últimos no han sido poseedores de dere­
chos políticos. Roma es un ejemplo de esta realidad, pues creó el de­
recho de gentes para regir las relaciones de los extranjeros y creó el 
derecho civil para regir las relaciones de sus nacionales, siendo estos 
Jos únicos que podían ocupar puestos públicos.

Con esta sección pretendemos ofrecer una visión de conjunto so­
bre Jos derechos que tienen los esposos como tales y también como 
-eres independientes que son. Para lograr nuestro fin divideremos es- 
la sección en los siguientes párrafos: En Derecho Político (A) y En 
Derecho Civil (B).

En este capítulo estudiaremos la situación legal de los esposos, 
vista desde dos puntos: Respecto de su Persona (Sección I) y Respec­
to de sus Bienes (Sección 2).

Los derecho.- político- son la nacionalidad y la ciudadanía y estos 
se reflejan en la soberanía: pues en los Estado- modernos se reconoce 
que Ja soberanía reside en el pueblo2. Por esta razón mientras con 
mayor plenitud -can ejercidos los derechos políticos en un Estado, 
más soberano es el mismo.

Entendemos por derecho político el conjunto de prerrogativas 
que tienen los nacionales de un país, especialmente los ciudadanos, 
de participar en Ja vida política de un Estado, es decir en las activida­
des relacionadas con la organización de las instituciones del Estado y 
de conducción del gobierno1.



cierto que la nacionalidadSi bien
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“Son dominicanos: Primero todos los individuos que al mo­
mento de la publicación de la presente Constitución gocen de 
esta cualidad”4.

Las demás constituciones o reformas constitucionales bajo fór­
mulas similares indican que tanto la mujer como el hombre son na­
cionales de la República Dominicana.

no refleja gran diferencia en-

La Reforma Constitucional del 22 de febrero del 1908 consagra 
por vez primera en un texto constitucional que: “La dominicana ca­
sada con un extranjero podra seguir la condición de su marido”. Fór­
mula que ha sido casi una constante por las restantes constituciones5.

' La mujer extranjera que contrae, matrimonio con un domini­
cano seguirá la condición de su marido, a menos que las leyes 
de su país le permitan conservar su nacionalidad, caso en el 
cual tendrá la facultad de declarar en el acta de matrimonio, 
que declina la nacionalidad dominicana”6.

De inmediato nos dispondremos a realizar un estudio histórico— 
legal para ver cuál ha sido la realidad, respecto de la nacionalidad y la 
ciudadanía de los hombres y las mujeres en nuestras constituciones y 
leyes adjetivas.

los derechos políticos, como un atributo asociado a la nacionalidad, 
con mayor extensión en Atenas y con menor extensión en Esparta3.

La Constitución que. nos rige no muestra diferencia entre hombre 
y mujer respecto de la nacionalidad, pues ambos son dominicanos. 
El único punto a señalar es (pie:

Respecto a la nacionalidad, entendemos que no se presenta dife­
rencia alguna con relación a los varones y las hembras, pues a nuestro 
entender las constituciones así lo consagran, veamos:

Los derechos políticos han presentado una distinción hombre- 
mujer a través del tiempo y del espacio: ¡jues la mujer se ha visto pri­
vada de los mismos o cuando menos restringida.



continuación se cx-
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Desde la Constitución Dominicana del 6 de noviembre del 1844 
hasta el 9 de junio de 1934 el derecho de ciudadanía fue exclusivo de 
Jos hombres.

Las demás reformas constitucionales siguieron el mismo principio, 
hasta que la reforma constitucional del 22 de febrero de 1908 usó 
por vez primera el vocablo varón, veamos:

La Constitución del 1844 consagraba lo que a 
presa:

“Son ciudadanos todos los dominicanos varones mayores de

tre hombre—mujer la ciudadanía es un derecho político que sí ha 
causado desigualdad entre los mismos: pues este derecho otorga atri­
butos muy poderosos a los que gozan de la calidad de ciudadanos, ra­
zón que ha llevado a una desigualdad hombre —mujer.

Un ejemplo de atributo que otorga la ciudadanía es el sufragio 
universal, el cual al principio fue signo de desigualdad entre los sexos; 
pues el sufragio universal fue establecido únicamente para varones en 
1848, en Francia: en Alemania en 1871 y en las naciones occidenta­
les se generalizó a partir dé 191 47.

El sufragio universal femenino apareció luego. La primera enti­
dad en adoptarlo fue el Estado de Wyoming, en los Estados Unidos, 
en el año 1890, generalizándose en los Estados Unidos para el 1920. 
Gran Bretaña adoptó <1 sufragio universal femenino en 1928 y Fran­
cia en 19448, dos años más tarde que en la República Dominicana9.

“Los dominicanos nacen y permanecen libres <: iguales de de­
recho. y todos son admisibles a los empleos públicos, estando 
para siempre abolida la esclavitud. Para ser sufragante... es 
necesario: ...ser ciudadano en pleno goce de los derechos ci­
viles y políticos...”10.

Este período tuvo dos etapas: una en la que no se refería expresa­
mente al sexo masculino y otra en la que hacía alución expresamente 
al sexo masculino.
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los ciudadanos los siguicn 
una función pública.

dieciocho años y los que sean o 
no hayan cumplido esa edad...

jue tiene por objeto regular las rclacio- 
dccir los derecho.-, que los particulares pile-

¿Por qué usar el término varón, si afttes no se había usado y se 
entendía que sólo los hombres eran ciudadanos?

El legislador no explica, no motiva su actitud, pero consideramos 
que dicha variación se podría deber a que ya en el mundo internacio­
nal12 se estaba rompiendo con la exclusividad que tenía el hombre 
respecto de los derechos políticos, razón que llevó a que el legislador 
precisara que sólo los varones eran ciudadanos.

Actitud que permaneció en todas las subsiguientes reformas cons­
titucionales hasta que la Constitución del 10 de enero de 1942 insti­
tuyó lo contrario, constatemos:

hubieren sido casados aunque

La Constitución que nos rige otorga a 
tes derechos: el de elegir y ser elegido para

A partir de esta Constitución, todas las demás han consagrado el 
derecho de ciudadanía tanto a los hombres como a las mujeres. Cam­
bio que se justifica por el desarrollo cultural de los pueblos y por el 
avance intelectual y de otras índoles que ha adquirido la mujer en los 
ú 11 irnos siglos.

En conclusión, al día de hoy no hay diferencia alguna entre hom­
bre y mujer respecto a los derechos políticos.

Los artículos 14 y 15 de la actual Constitución regulan la pérdi­
da y restricción del derecho de ciudadanía a los ciudadanos que aten- 
ten contra el Estado o la Sociedad.

“Son ciudadanos todos los dominicanos de uno u otro sexo 
mayores de dieciocho años, y los quesean o hubieren sido ca­
sados aunque no hayan cumplido esa edad”13.

El derecho civil es aquel q 
nes de derecho privado, es <’
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Ahora bien, pueden las mujeres casadas ser titulares de derechos 
subjetivos?

la mu- 
sposos 

ipacidad civil de 
en la Ley”17.

La Ley 390 del 1910 fue sustituida o abrogada casi en su totali­
dad16 por la Ley No. 855 del 6 de diciembre de 1977 y sobre el pun­
to que nos llama la atención, por el momento, dice:

“Se declara que la mujer mayor de edad, sea soltera o casada, 
tiene plena capacidad para el ejercicio de lodos los derechos y 
funciones civiles, en iguales condiciones que el hombre. Las 
restricciones a la capacidad civil de la mujer, que puedan resul­
tar del hecho del matrimonio, no se derivarán sino de las dis­
posiciones que la ley pueda dictar expresamente en ciertos 
casos...”.

Entendemos por derechos subjetivos las prerrogativas que el dere­
cho objetivo confiere a las personas sobre las cosas o con relación a 
otra persona. Se llaman derechos subjetivos porque tienen un sujeto: 
el titular de esas prerrogativas15.

La respuesta <- positiva debido a que la legislación dominicana lo 
consagra de tal manera que no da lugar a duda alguna, puesto que la 
Ley 390, 18 de diciembre de 1940 en su artículo primero estableció:

den ejercer en sus relaciones y las obligaciones recíprocas que los en­
vuelven14.

En esta sección trataremos el derecho civil ligado a los derechos 
subjetivos debido a la necesidad que tenemos de determinar las pre­
rrogativas de las personas.

Los sujetos de derecho son las personas, y cuando las mismas tie­
nen un derecho subjetivo pueden transmitirlo o disponer de él.

“.. .La mujer casada tiene la misma capacidad civil que 
jer soliera. El régimen matrimonial que adopten los es 
no puede contener ninguna restricción a la i:a( 
la esposa que no se halla expresamente consignada

Lo relativo a la restricción de la capacidad civil <b- la mujer casada
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Es importante hacer notar que los derechos extrapatrimoniales 
pueden tener una repercusión económica; por ejemplo, un atentado 
a la moral o al honor puede generar en daños y perjuicios. Esta par­
ticularidad hace que la división entre los derechos patrimoniales y ex­
trapatrimoniales no sea absoluta.

Los derechos reales son los que recaen directamente sobre una 
cosa. El titular de la cosa tiene un poder sobre la misma. El derecho 
real por excelencia es el derecho de propiedad, pues éste otorga al 
propietario el derecho de usar o servirse de la cosa, el derecho de dis­
frutar de los beneficios de la misma y el derecho de disponer de ella 
sea a título gratuito u oneroso18.

El derecho personal se 
persona (acreedor) con­
que cumpla una presta- 

ndedor (acreedor) puede obli-

Los derechos patrimoniales son aquellos que tienen un valor pe­
cuniario, es decir que pueden apreciarse en dinero. Ejemplos de estos 
derechos son el derecho de crédito y el de propiedad; mientras que 
los derechos extrapatrimoniales son aquellos que no son susceptibles 
de ser apreciado económicamente, verbigracia: el derecho a una filia­
ción específica, el derecho de la autoridad parental, el derecho al ho­
nor, a la patria y a la nacionalidad entre otros.

En cuanto al principio jurídico establecido por las disposiciones 
vistas respecto de que tanto la mujer como el hombre tienen la mis­
ma capacidad civil, consideremos que con tal previsión el legislador 
inviste a los esposos de la calidad de ser sujetos de derechos, razón 
que nos induce a tratar brevemente los derechos subjetivos, es decir 
los derechos que tienen las personas, sean solteras o casadas, sobre 
las cosas. Estos derechos son: los patrimoniales y los extrapatrimo­
niales; los reales, personales e intelectuales; los coqiorales y los incor­
porales; y los mobiliarios e inmobiliarios.

lo tocaremos cuando estudiemos el segundo párrafo de este capítulo, 
el cual dedicaremos al examen de los bienes de los cónyuges.

Por su parle, el derecho personal u obligación recae sobre una 
persona, pura se ejerce contra una persona, 
puede definir como el derecho que tiene una 
Ira otra persona (deudor) de constreñirla a 
ción en su beneficio, por ejemplo el ve
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Los derechos corporales son aquellos que tienen por objeto una 
cosa material. Estos derechos están comprendidos en el derecho de 
propiedad, debido a que éste confiere tal derecho, al titular, sobre la 
cosa que se confunde el derecho sobre la cosa y la cosa misma; mien­
tras que los derechos incorporales están compuestos por los restantes 
derechos reales debido a que los demás derechos reales sólo confieren 
sobre las cosas prerrogativas limitadas (derecho al uso o a los frutos) 
a su titular.

~~t a que llegado el término el comprador (deudor) le pague el precio 
de la venta19.

Otro aspecto que nos interesa resaltar es que, en Jo que hemos es­
tudiado hasta este instante, los e-poso- a pesar de vivir una vida cu 
común son personas diferente-, distintas c independientes, razón por 
la cual nada impediría que un c.-poso viole lo- derechos que le otorga 
la ley en favor del otro cónyuge. ¿De suceder esto, que obstáculo, 
tendría el cónyuge perjudicado para demandar sea en responsabilidad 
civil o en cualquier otra, a -u cónyuge? Entendemos que ningún obs­
táculo. más esta cuestionante, tratará de ser re.-pondida a lo largo de 
este ensayo.

,os derechos mobiliarios son los que recaen sobre las cosas mué- 
es decir sobre las cosas desplazables de un lugar a otro; mientras 

que los derechos inmobiliarios recaen sobre los inmuebles o cosas que 
no pueden ser desplazables, por ejemplo la tierra, el suelo y lo que se 
adhiere al mismo.

Junto a los derechos reales y personales se encuentran los dere­
chos intelectuales, los cuales no se ejercen ni contra una persona ni 
sobre una cosa, pues su ob^jto es inmaterial, por ejemplo el derecho 
del inventor sobre su invento o el de autor, compositor o del artista 
sobre su obra.

finalmente, nos interesa destacar que si a una persona, sea hom­
bre o mujer, sea casado o soltero, le violan cualesquiera de los dere­
cho- indicado- más arriba, dicha persona tiene la facultad de incoar 
demandas contra los violadores, incluyendo entre sus demandas la re­
clamación de daños y perjuicios si hay lugar a ellos.
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A.— Bienes Inmobiliarios

la comunidad las donaciones y los legados de
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Tampoco entran en

De conformidad con el numeral tercero del Artículo 1401 del 
Código Civil Dominicano entran en la comunidad todos los inmuebles 
que los esposos adquieran durante el matrimonio.

Hay la presunción de que todo inmueble ha sido adquirido en co­
munidad, y que por lo tanto entra en la misma, si no se prueba que 
uno de los esposos tenía la propiedad o posesión legal del mismo an­
teriormente al matrimonio o que el inmueble fue adquirido dentro 
del matrimonio, pero a título de sucesión o donación20.

De manera exclusiva nos referiremos al régimen matrimonial de la 
Comunidad de Bienes porque éste es el régimen de derecho común en 
nuestro país y además porque consideramos que los principios aplica­
bles a este régimen respecto a la responsabilidad civil entre los espo­
sos, pueden ser aplicables a cualquier otro régimen matrimonial.

En esta sección nos interesa estudiar el poder que tienen los espo­
sos sobre los bienes que componen su propio patrimonio y el de la 
comunidad. Nos limitaremos a tratar solamente los bienes en sí por­
que con este examen basta para lograr nuestro objetivo: establecer la 
responsabilidad civil entre los esposos, aunque haremos alución a la 
administración de dichos bienes.

Hay un asunto claro: Los inmuebles que los esposos poseían al 
día de la celebración del matrimonio no entran en la comunidad, sal­
vo que uno de los esposos haya adquirido un inmueble en el interva­
lo del contrato matrimonial, cuando hay estipulación de comunidad, 
y de la celebración del matrimonio, pues estos inmuebles entran en la 
comunidad si el contrato de matrimonio no estipula otra cosa21.

Para lograr nuestro fin, examinaremos el asunto, en cuestión, en 
dos ideas principales: Los Bienes Inmobiliarios (sección A) y los Bie­
nes Mobiliarios (sección B).
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bienes inmuebles hechos a uno sólo de los cónyuges si el donante o el 
testador no expresa lo contrario.

Los bienes que no entran en la comunidad matrimonial sin distin­
guir su naturaleza, sean inmobiliarios o mobiliarios, son llamados bie­
nes propios de los esposos.

Tampoco entran en la comunidad matrimonial los bienes inmue­
bles adquiridos durante el matrimonio a título de cambio por bienes 
inmuebles de uno de los esposos. Los nuevos inmuebles quedan en 
lugar de los otros, salvo la recompensa que se le deba a la comunidad 
si hay lugar22.

La mujer casada es la administradora de sus bienes inmuebles pro­
ductos de su trabajo personal y de los intereses que estos le generen. 
La mujer podrá disponer de di< ho.s bienes, enajenarlos e hipotecarlos 
sin el consentimiento del marido24.

(lomo podemos notar los esposos pueden tener sus bienes inmue­
bles propio' aparte de los bienes inmuebles de la comunidad.

El marido es él administrador de los bienes inmuebles de la comu­
nidad, puede venderlos, enajenarlos o hipotecarlos sin el concurso de 
la mujer, salvo la vivienda familiar, la cual no puede ser vendida sin el 
consentimiento de su consorte23. También el marido es el adminis­
trador de los inmuebles propios de Ja mujer, pero no puede venderlos 
sin su consentimiento, en virtud del Artículo 1428 del Código Civil 
Dominicano.

Otro inmueble que no entra en la comunidad es el adquirido du­
rante el matrimonio a título de licitación u otro modo, de parte de 
un inmueble, del cual uno de los esposos era propietario proindiviso, 
excepto la compensación que se deba a la comunidad. Si es el mari­
do quien adquiere una porción o la totalidad de un inmueble perte­
neciente proindiviso a Ja mujer, ésta desde el momento de la disolu­
ción de la comunidad, tiene el derecho, a su elección, de abandonar 
el efecto a Ja comunidad, la cual se hace deudora de la mujer de la 
porción perteneciente a ésta en el precio, o de retirar el inmueble, 
reembolsando a la comunidad el precio de la adquisición.
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De conformidad con el Artículo 1401 del Código Civil Dominica­
no, el activo mobiliario que forma la comunidad está compuesto por 
los siguientes bienes: 1ro., de todo el mobiliario que los esposos po­
seían en el día de la celebración del matrimonio y de todo el que re­
cibieron durante el matrimonio a título de sucesión e incluso de do­
nación, si el donante no ha expresado lo contrario; y 2do., de todos 
los frutos, rentas, intereses y atrasos de cualquier naturaleza que sean 
vendidos o percibidos durante el matrimonio por cualquier título que 
sea.

Si bien es cierto que los bienes muebles de los esposos entran en 
la comunidad, mas no todos los bienes mobiliarios tienen que entrar 
necesariamente en la comunidad, aunque no exista una disposición 
legal que permita la exclusión de un bien mueble determinado25.

Un bien mueble es común sólo si es susceptible de ser afectado a 
la comunidad, lo que equivale a decir que el mismo será sometido al 
poder de administración del esposo y por ende figura en la masa co­
mún en el momento de la disolución de la comunidad.

Si un esposo incoa una demanda en responsabilidad civil y obtie­
ne ganancia de causa, podrá ejecutar su sentencia sobre los bienes pro­
pios del otro cónyuge o sobre los bienes de la comunidad, en cuanto 
a la porción que corresponda al cónyuge condenado en daños y per­
juicios. Todo esto independientemente Ée quien tenga la administra­
ción de los bienes de la comunidad.

Ahora bien, entre una persona y un mueble puede haber una rela­
ción tan íntima que impida que dicho bien pueda pertenecerá la co­
munidad. Buscar dichos bienes no es nada fácil, pues el Código Civil 
al definir las prerrogativas que confieren la propiedad o el derecho de 
acreencia no hace ninguna excepción de la persona del titular, aunque a 
decir verdad el artículo 1 166 del Código Civil Dominicano habla de 
"derechos exclusivamente peculiares n la persona”; pero esto se pre­
vé por un interés moral. No obstante, la noción de derechos con ca­
rácter personal puede ser extendida en otros sentidos26.
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También, están excluidos de la comunidad los bienes muebles d< 
los cuales uno de los esposos se sirven para ejercer su profesión, ver­
bigracia: una biblioteca o los instrumentos médicos de uno de los es­
posos, salvo la recompensa que se deba a la comunidad.

Los bienes muebles destinados al uso personal de los esposos no 
entran en la comunidad, por ejemplo la ropa o vestimenta de uno de 
los esposos, naturalmente en calidad y cantidad adecuada a su status 
social. Tampoco entran en la comunidad matrimonial los objetos de­
signados a uno de los esposos en virtud de una distinción honorífica 
(condecoraciones, medallas, diplomas), pues los mismos pertenecen a 
la persona en razón de su talento y de sus méritos.

Además, están excluidas de la comunidad las cartasy misivas, pues 
estos muebles son íntimos, primando el orden moral y un interés ex­
clusivamente personal.

Tampoco entran en la comunidad los recuerdos de familia (retra­
tos, correspondencias, diarios, condecoraciones y regalos otorgados 
en ocasión de un evento histórico) debido al interés íntimo, moral y 
sentimental que tienen para <1 cónyuge propietario de los mismos, 
e incluso en ocasiones éste no es más que un simple detentador por­
que dichos recuerdos familiares, por tradición, se transmiten de gene­
ración en generación.

Asimismo están excluidos los manuscritos de las obras literarias 
hasta que el autor no publique Ja obra porque el producto de ésta en­
tra en la comunidad; pero el manuscrito no publicado está excluido 
de Ja comunidad porque el autor puede modificarlo c incluso destruir­
lo sin dar explicación alguna, pues es su creación y lo compromete 
exclusiva y directamente a él. Similar es el trato dispensado a las 
obras de pintura, de escultura y artísticas en general27.

Para determinar los bienes muebles que se excluyen de la comuni­
dad hay que precisar si el bien afecta intereses del matrimonio o los 
intereses personales de los cónyuges. Esta diferencia debe ser hecha 
porque el principio es que los muebles pertenecen a la comunidad.

r.
Visto el principio, ahora nos dispondremos a señalar algunos bie­

nes muebles que no entran en la comunidad matrimonial.
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CAPITULO II

Sección 1. - Responsabilidad Contractual

A.— Requisitos para la Demanda

demanda contractual prospere es necesario que reúna
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DIFERENTES CLASES DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL ENTRE LOS ESPOSOS

Para que una

Esta sección está dedicada a estudiar los requisitos generales que 
son necesarios para incoar cualquier demanda que tenga corno base la 
violación de un contrato (párrafo A) y la responsabilidad contractual 
entre los esposos (párrafo B).

¿Si el perjuicio es causado por un esposo al otro, podría el afecta­
do incoar una demanda en reclamación de daños y perjuicios contra 
el otro cónyuge? Entendemos que sí, mas esta cuestionante será ple­
namente satisfecha en el próximo capítulo.

Finalmente, las indemnizaciones otorgadas a uno de los esposos 
en razón de un perjuicio moral es evidente que es el producto de un 
daño personal y no un perjuicio a la comunidad, por lo tanto estas in­
demnizaciones no entran en la comunidad29.

En este capítulo nos dispondremos a analizar las más variadas for­
mas en las que los esposos pueden comprometer su responsabilidad ci­
vil entre sí. Para tal fin dividimos el capítulo en dos ideas principales: 
Responsabilidad Contractual (sección I) y Responsabilidad Extracon­
tractual (sección 2).

Por su parte, las indemnizaciones destinadas a compensar un per­
juicio material son propias o comunes según que el bien deteriorado 
sea propio o común. Esto nunca se ha dudado. La Corte de Casación 
y la gran mayoría de la doctrina contemporánea deciden que la in­
demnización acordada en razón de un píijuicio a la integridad física 
permanece propia28.
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Por otro lado, <■-. bueno distinguir la falta de ejecución del retardo 
en la ejecución. La falta de ejecución total o parcial puede dar lugar 
a daños y perjuicios compensatorios; mientras que en el retardo en la 
ejecución estamos en presencia de daños y peiju icios moratorios.

segundo elemento esencial para incoar una demanda en res­
ponsabilidad contractual e.s la falta: ¿pero de qué manera se aprecia la 
falta contractual? Para satisfacer esta cuestionante se hace necesario 
analizar los términos en que se expresa el Artículo 1 147 del Código 
Civil Dominicano.

En cuanto a Ja falla de ejecución total o parcial, el monto de los 
daños y perjuicios será mayor según sea total y menor si es parcial.

La existencia de un perjuicio no es sólo un elemento esencial para 
la responsabilidad contractual, sino también para la delictual.

los siguientes requisitos: Que haya un perjuicio, una falta contractual 
y un vínculo de causalidad entre la falta y el perjuicio.

En materia contractual el perjuicio puede resultar de una inejecu­
ción o propiamente de un daño. Esto es así porque la inejecución 
por parte del deudor de la prestación prometida no entraña necesaria­
mente un perjuicio para el acreedor; puesto que hay circunstancias en 
la- cuales el acreedor no tiene ningún interés en la ejecución del con­
trato. En estos casos no podrá incoar demanda en reclamación de da­
ños y perjuicios.

Extraemos del Artículo 1147 del Código Civil Dominicano, que 
solamente hay perjuicio en la inejecución en que se justifícala deman­
da en daños y perjuicios.

En otro orden, contrario a como ocurre en la responsabilidad de­
lictual en materia de responsabilidad contractual, de conformidad 
con el Artículo 1150 del Código Civil, el deudor de la Obligación 
sólo está obligado a indemnizar por los daños y perjuicios previstos 
o que se puedan prever en el contrato: salvo en caso de dolo o mala 
fe del deudor. pu< - en esta circunstancia el deudor puede responder 
por daños no previstos en el contrato, dando lugar a la obligación de 
reparar cu su totalidad por el perjuicio causado al acreedor.
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Rechazamos esta tesis porque el matrimonio en sí no es un con­
trato, pues rebasa esos límites, veamos lo que dice la doctrina:

“...la obligación de fidelidad es una obligación legal, el matri­
monio no tiene exclusivamente un carácter contractual..,”30.

El Artículo 1147 nos habla “de falta de cumplimiento de la obli­
gación”, instituyendo en estos casos que el deudor podrá ser conde­
nado en daños y perjuicios, si no justifica su incumplimiento por no 
ser de mala fe o por causas extrañas a su ^oluntad.

Si acogemos como válida la tesis de que el matrimonio es un con­
trato, cualquier perjuicio causado en la persona de un cónyuge por el 
otro, cuando reúnen las condiciones anteriormente enunciadas, esta­
ríamos en un posible caso de responsabilidad civil.

Ahora bien, cuando el acontecimiento se ha debido a diferentes 
causas, dos sistemas se han establecido: El sistema de equivalencia de 
causas, el cual considera que todas las faltas deben considerarse equi­
valentes en lo que se refiere a la producción del efecto; mientras que 
el segundo, es el sistema de causa genérica, el cual permite la distin­
ción entre las causas que han producido un acontecimiento. 'De aquí 
resulta que las causas preponderantes son las que hay que tener en 
consideración, siendo aquellas que en su ausencia el hecho no se pro­
duce; y las otras serían las secundarias, en las que existe la posibilidad 
de <¡uc no se hubiere producido el perjuicio.

Por su parte, el vínculo de causalidad en la responsabilidad con­
tractual es necesario al igual que en la responsabilidad delictual; pero 
la existencia de una relación de causa a efecto entre la falta y el per­
juicio ocasionado es imprescindible.

Cuando el acontecimiento ocurrido causa un perjuicio es necesa­
rio determinar si el hecho se ha debido a una sola causa o a varias. En 
el primer caso no hay discusión, al respecto, desde el punto de vista 
de la responsabilidad.
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El más famoso del quinteto y ba-c de la responsabilidad y obliga­
ción de reposición puesta a cargo del obligado por el daño causado, 
es el artículo 1382 unido al artículo 1383 del código civil, cuyos tex­
tos rezan:

“Cualquier hecho del hombre que 
por cu va culpa sucedió 
juicio que ha causado, 
por su negligencia o su

monial (en los casos que se elabora un contrato previo al matrimonio), 
puede dar lugar a reclamación judicial por daños y perjuicios. Ade­
más, independientemente al contrato matrimonial es posible que en­
tre Jos esposos opere una relación contractual ajena o independiente­
mente al mismo; tal es el caso de un contrato de sociedad, conforme 
al cual los esposos son socios cada uno por separado, en un negocio 
en el cual participan otros socios. Si en tal sociedad uno de los espo­
sos viola las reglas del juego produciendo un perjuicio a todos los so­
cios, es natural que el otro consorte, en su calidad de socio puede de­
mandar en daños y perjuicios al otro independientemente del vínculo 
matrimonial que los une.

En la sección anterior realizamos un esboso de la responsabili­
dad contractual a la luz de las condiciones que se exigen para poder 
retener dicha responsabilidad. Visto esto que sirve de fundamento, 
con ciertos temperamentos, también a la responsabilidad civil extra­
contractual, veremos los casos de la llamada responsabilidad dilictual 
o cuasi—delictu al (párrafo A) y la Situación de los Consortes en Litis 
(párrafo B).

El legislador a) abordar este tipo de responsabilidad en el código 
civil los agrupa en el articulado que va desde el 1382 al 1386 inclusive.

causa un daño, obliga a aquel 
a repararlo.— cada cual es responsable del per­
no solamente por el hecho suyo, sino también 
imprudencia”.

De esta manera queda expresamente consagrada la responsabilidad 
por el hecho personal, exigiéndose una falta intencional a |
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Le Tourneau también define la falta cuasi —dclictual del modo 
que a continuación se expresa:

de lo establecido por el Artículo 1382, y una 
virtud del Artículo 1383 del mismo código.

“La falta cuasi —delictual, por contraste es el error de conduc­
ta del agente cometido sin la intención malvada, por inadver­
tencia, por error, que cra posible evitar con una atención ma­
yor”32.

En e.-ta situación estamos en

El maestro Le Tourneau define la falta intencional de la siguiente 
manera:

“La falta dclictual es aquella que es sometida con intención 
de causar un daño, con malignidad, sin que este haya sido ne­
cesariamente considerado en su resultado”31.

Para nuestros fines académicos es este daño, así causado por el he­
cho personal el que tiene mayor importancia, pues será el que nos da 
rá la oportunidad de justificar la posibilidad de que un cónyuge pue­
da demandar en daños y perjuicios al otro.

Para aumentar las posibilidades que tiene la víctima de un hecho 
perjudicial, el legislador ha establecido en su provecho un cúmulo de 
responsabilidad que se expresa en la regla general edictada por el Artí­
culo 138-1 del Código Civil, al expresar:

“ \<> solamente es uno responsable del daño que causa un he­
cho suyo, sino también del que se causa por hechos de las per­
sonas de quienes se debe responder o de las cosas que están 
bajo su cuidado...”

Una forma que pueda revestir el hecho personal para comprome­
ter la responsabilidad de su autor y de estar obligado a la reparación 
del daño cometido es el caso del ejercicio abusivo de derecho, o lo 
que es lo mismo el desbordamiento de la facultad que otorga un de­
recho.
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Cada una de estas clasificaciones tiene sus reglas particulares y 
propias para la apreciación y retención de las responsabilidades res­
pectivas.

El párrafo primero del referido Artículo 1384 del Código Civil, 
también nos presenta una responsabilidad obra de la jurisprudencia y 
la doctrina: La responsabilidad por el hecho de la cosa, responsabili­
dad ésta que tiene su mayor aplicación por el aumento de los acciden­
tes automovilísticos e industriales.

La responsabilidad del Artículo 1384 del Código Civil dominicano 
se agrupa en tres clases de personas responsables, a saber: 1ro.— Los 
padres por los daños causados por sus hijos menores; 2.— Los-amos 
y comitentes por los hechos perjudiciales de sus criados y asalariados 
(preposés) y 3.— Los maestros y artesanos comprometen su responsa­
bilidad por los hechos de su discípulo y aprendices.

Esta responsabilidad se deduce del citado párrafo, cuando expre­
sa: “ No solamente uno es responsable... sino también del que se cau­
sa por hechos... de las cosas que están bajo su cuidado”. Para enten­
der esta responsabilidad se exigen condiciones especiales respecto a la 
cosa en un primer lugar, y a la guarda de la misma, en un segundo tér­
mino.

Los otros dos casos de responsabilidad cuasidelictual están presen­
tes en los artículos 1385 y 1386 del Código Civil, Jos cuales estable­
cen las responsabilidades resultantes de un perjuicio causado por un 
anima] o por la ruina de un edificio. El primero obliga al dueño que se 
sirve del animal a responder del daño y el segundo constriñe al propie­
tario del edificio a reparar el daño causado por la ruina de su edificio, 
que tenga como causa una culpa suya o un vicio en su construccón.

Luego de recorrer sumariamente los tipos de responsabilidad de- 
lictual. en el apartado anterior nos dispondremos a presentar la sitúa-

falta presumida en la cual el legislador ha impuesto la obligación de 
responder por el hecho dañino de otro, por quien se debe responder.
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ción de los cónyuges que se vean envueltos en una demanda de res­
ponsabilidad civil entre sí.

En fin, este texto legal establece expresamente la responsabilidad 
del administrador de los bienes comunes34.

Por su parte, la realidad francesa nos presenta la situación de los 
cónyuges litigantes con mira a crear específica responsabilidad civil 
retenida a cargo de uno de los esposos. Al efecto la jurisprudencia y 
la doctrina francesa son ricos, veamos:

“Cada uno de los esposos tiene el poder de administrar sólo 
los bienes comunes y de disponer de ellos, salvo de responder 
de las faltas que habría cometido en su gestión”33.

En la República Dominicana por principio jurídico entendemos 
que puede haber reclamación en daños jwpcijuicios entre esposos de­
bido a que como estudiamos en el primer capítulo los esposos a pe­
sar de estar unidos son personas diferentes y distintas en todo el sen­
tido de la palabra. A pesar de esto, en la práctica no tenemos casos 
concretos.

La acción en responsabilidad abierta a la víctima del perjuicio 
cometido en la administración de los bienes comunes de los esposos 
puede ser ejercida aun sin promover la disolución de la comunidad. 
En tal sentido tenemos que “el esposo víctima puede actuar en justi­
cia sin esperar la disolución de la comunidad”35.

A pesar de que nuestro Artículo 1421 del Código Civil difiere de 
su homólogo francés, en el sentido de que el artículo francés, de modo 
expreso, consagra que el esposo responde por sus faltas en la adminis­
tración de la comunidad y el artículo nuestro no contiene tales previ­
siones, consideramos que se puede retener la responsabilidad del cón­
yuge afectado por la administración de los bienes comunes si éste in­
coa una acción en reparación de daños y perjuicios por la responsabili­
dad de su otro cónyuge en virtud de la responsabilidad por el hecho 
personal consagrado en los artículos 1382 y 1383 de nuestro Código 
Civil.

También en Francia se puede interponer una demanda en daños y 
perjuicios por mandato expreso de la ley; constatemos;
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Esta consagración legal está avalada por abundantes decisiones ju­
risprudencia les; veamos:

el Artículo 1382 
o a litis entre os­

cilando dice:

“Si el esposo que ha ohtenidoel divorcio puede demandar por 
daños y peijuicios, los jueces tienen un poder soberano para 
apreciar si la actitud que ha tenido el consorte no justifica el 
rechazo de daños y perjuicios”37.

"Independientemente de cualesquiera otras reparaciones debi­
das por el esposo contra el cual se ha pronunciado el divorcio, 
los jueces podrán otorgar al consorte que ha obtenido el divor­
cio daños y perjuicios ppr el perjuicio material o moral que le 
ha causado por la disolución del matrimonio”36.

En nuestra legislación no existe un texto similar al 301 del Código 
Civil francés: pero no obstante consideramos que los daños y perjui­
cio-. qué permite el art ículo < itado. se pueden ejercer en nuestra legis­
lación bajo el abrigo de lo- artículo- 1382 y 1383 del Código Civil.

“La posibilidad de ejercer esta acción en todo momento, aún 
después del pronunciamiento del divorcio, aún muchos años 
después del fallo”38.

“Si es raro que un esposo intente una acción en responsabili­
dad contra su eóns uge sin unirla a una instancia en separación 
de cuerpo o divorcio, no es menos verdadero que las reglas de 
la re-pon-abilidad civil pueden intervenir para compensar la 
violación por un esposo de su- deberes írente al otro '40.

Con relación a la responsabilidad civil fundada en 
del Código Civil, en ( rancia ya se ha aplicado rcspcct 
posos y al respecto se pronuncia la jurisprudencia <

Además, hay sentencias que se pronuncian en cuanto al plazo en 
que se puede ejercer la acción en daños y peijuicios, en virtud del Ar­
tículo 301 de] Código Civil Erancés, en tal sentido tenemos que:

También, .-<■ han rendido sentencias39 que indican la prescripción 
de las acciones interpuestas con base en el citado artículo.
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La jurisprudencia francesa nos ofrece innumerables casos; pero 
queremos retener dos ejemplos ilustrativos de la situación de los cón­
yuges en materia de responsabilidad y en caso de vigencia del matri­
monio.

Además, establecimos que los bienes muebles que esposos poseían 
antes del matrimonio y los que adquieran en él entran en la comuni­
dad, salvo excepciones tales como: las donaciones y los legados ex­
cluidos expresamente, por el donante o testador, de la comunidad. 
Hay ciertos muebles excluidos por su carácter personal con uno de

Al realizar un estudio sobre la responsabilidad civil hay que to­
mar en cuenta muchos factores y aún más si se trata de hacer un estu­
dio acerca de la responsabilidad civil entre los cónyuges, como es el 
estudio que acabamos de efectuar; pues esta circunstancia indepen­
dientemente de los requisitos comunes a cualquier otra responsabili­
dad hay que tener presente las peculiaridades personales de los espo­
sos y el hecho mismo de la comunidad matrimonial.

Cualquier demanda puede ser intentada contra uno de los cónyu­
ges, independien teniente al régimen matrimonial que los vincule, pues 
en el mismo régimen matrimonial de derecho común los esposos tie­
nen sus bienes propios con los cuales responden y, también pueden 
responder con la parte que le corresponda de la comunidad.

Finalmente, queremos hacer notar que estos son ejemplos, mas 
consideramos que puede haber responsabilidad entre los esposos cada 
vez que se encuentren reunidas las condiciones de derecho común.

Una sentencia rendida por la Segunda Cámara Civil de la Corte 
de Casación Francesa que permitió aúna mujer que había sido herida 
en un accidente reclamar contra su marido por haber sido este respon­
sable del accidente41, mientras que otra sentencia condenó a un mari­
do a reparar el peijuicio causado a su mujer por un accidente auto­
movilístico del cual el juez penal lo declaró responsable, dicha obliga­
ción de reparación subsiste igualmente aun cuando ambos esposos es­
tén casados bajo el régimen de la comunidad de bienes42.
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En República Dominicana no tenemos un artículo similar al 301 
francés; pero no obstante somos de parecer que puede demandarse en 
todo caso bajo el abrigo del artículo 1382 del Código Civil.

En el segundo capítulo pudimos comprobar que en el marco de la 
responsabilidad contractual los esposos pueden comprometer su res­
ponsabilidad siempre y cuando se encuentren reunidos los requisitos 
necesarios para incoar cualquier demanda: dichos requisitos son: un 
perjuicio, una falta y el vínculo de causalidad entre el perjuicio y la 
falta.

En el ámbito de Ja responsabilidad extracontractual pudimos ver 
que en Francia existe el Artículo 301 del Código Civil que permite 
responsabilidad civil en divorcio a favor del cónyuge afectado si hay 
lugar.

También, abundan las jurisprudencias francesas que han condena­
do a un esposo en demanda incoada por el otro, aún permaneciendo 
el vínculo matrimonial, en virtud del Artículo 1382 del Código Civil.

los cónyuges, verbigracia: recuerdos familiares, vestimentas de uso 
personal, instrumentos de trabajo profesional y las indemnizaciones 
por perjuicio físico o moral.

El último caso es el que más nos interesa para destacar que las in­
demnizaciones así obtenidas no entran en la comunidad, aun sean en 
una litis entre esposos.

Descartamos el hecho de que el matrimonio en sí constituya un 
contrato que pueda dar lugar a reclamación de daños y perjuicios, pe­
ro admitimos que si se elabora un contrato matrimonial previo al ma­
trimonio, su violación o incumplimiento puede dar lugar a responsa­
bilidad civil entre Jos esposos. Asimismo como la violación de cual­
quier otro contrato en que los esposos sean partes distintas.

Finalmente, es cierto que no encontramos jurisprudencia domini­
cana que haya condenado a un cónyuge respecto del otro, en virtud 
del Artículo 1382 ) siguientes del Código Civil, como también es cier­
to que tenemos poca opinión doctrinaria en la materia: sin embargo 
consideramos que si en un tribunal se incoa, con todos los requisitos
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE NOVIE.MBRE DEL 1985, NO. 40
MATERIA: ADMINISTRATIVA - ASTREINTE CONTRA EL ESTADO

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado y vistos los 
legales q-------1-J:----- '--------------------------------J--------  ’ ---- ----- 1----
1 y 65 u(

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos a que ella 
se refiere, consta: a) que con motivo de una demanda en reparación de daños y 
perjuicios intentada por Nicolás Sarno contra Martín Flores, el Estado Domini­
cano y la San Rafael, C. por A., la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Cir­
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en 
sus atribuciones civiles el 21 de noviembre de 1975, una sentencia cuyo disposi­
tivo es el siguiente: “PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia 
contra el codemandado Martín Flores Cabrera, por no haber comparecido; SE­
GUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas por la parte codemandada, el 
Estado Dominicano y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por las ra­
zones precedentemente expuestas; TERCERO: Acoge las conclusiones presenta­
das por la parte demandante Nicolás Samo, por ser justas y reposar sobre pruebas 
legales, y en consecuencia, condena a Martín Flores Cabrera y al Estado Dominica­
no al pago solidario a favor de la parte demandante: a) La suma de RDS2,396.00 
(Dos Mil Trescientos Noventiséis Pesos Oro), a título de indemnización por los 
daños y peijuiáos sufridos por dicho demandante, a causa del accidente automo­
vilístico más arriba indicado; b) Los intereses legales correspondientes a esta suma 
a partir del día de la demanda a título de indemnización supletoria; c) La suma 
de RDS20.00 (Veinte Pesos Oro) por cada día de retardo en la ejecución de la 
presente sentencia a partir de la notificación de la misma a las partes condenadas; 
d) Todas las costas causadas en la presente instancia, distraídas en provecho de 
los Drcs. Julio Cesar Brache Cácercs y Alt agracia Norma Bautista Pujols de Cas­
tillo; CUARTO: Declara que la presente sentencia es oponible a la Compañía de 
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo con el cual se 
ocasionó el accidente de que se trata, propiedad de la Marina de Guerra; QUINTO: 
Comisiona al ministerial Manuel E. Carrasco C., Alguacil de Estrados de este Tri­
bunal, para la notificación de esta sentencia”; b) que sobre los recursos interpues­
tos contra esc fallo, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en sus atribu­
ciones civiles una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “FALLA: PRIMERO: 
Admite como regular y válido el recurso de apelación interpuesto por el Estado 
Dominicano, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzga­
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 21 de noviembre de 1975, 
por haber sido hecho de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: Rati­
fica el defecto pronunciado en audiencia contra el Estado Dominicano y la San 
Rafael, C. por A., por falta de concluir; TERCERO: Acoge Jas conclusiones for-

> textos 
jue se indican más adelante, invocados por el recurrente, y los artículos 
fe la Ley Sobre Procedimiento de Casación;
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Considerando, que en su memorial el recurrente propone contra la sentencia 
impugnada los siguientes medios de casación: Primer Medio: Contradicción entre 
Jos motivos y el dispositivo. Violación al Artículo 141 del Código de Procedi­
miento Civil; falta de motivos. Disposiciones contradictorias entre los ordinales 
segundo, tercero y cuarto de la sentencia recurrida y carencia de claridad entre 
los referidos ordinales, lo que hace inejecutable la sentencia impugnada. Falta de 
base legal. Segundo Medio: Violación y falsa interpretación y aplicación de la 
ley. Falta de base legal en otro aspecto;

Gansiderando, que en su primer medio de casación, el recurrente alega, en 
síntesis lo siguiente: que en el apartado bj del ordinal tercero de Ja sentencia ape­
lada dictada por la Cantara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional se condenó a Martín f lores y 
al Estado Dominicano, al pago solidario de los intereses legales correspondientes

consecuencia confirma en to- 
i a los apelantes al pago 

provecho de los Dres. Julio César Brache Cáceres 
’uáols, quines afirman haberlas avanzado en su tota- 
de casación interpuesto por el Estado Dominicano 

rema Corte de Justicia dictó el 17 de 
sentencia cuyo dispositivo es

muladas por la parte intimada Nicolás Samo, y en 
das sus partes la sentencia apelada; CUARTO: Condena 
de las costas con distracción en ¡ ~
y Altagracia Norma Bautista Puáols, quines afirman haberlas avanzado en su tota­
lidad; c) que sobre el recurso ■ > • * * — ’ ~
y San Rafael, C. por A., la Suprema Corte de Justicia dictó el 17 de marzo de 
1982, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: Por tales motivos: Primero: 
Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 
en sus atribuciones civiles, el 8 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se ha 
copiado anteriormente, en lo que se refiere a la condenación contra el Estado, y 
la Compañía Aseguradora, San Rafael, C. por A., y envía el asunto ante la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; y Segundo: 
Compensa las costas entre las partes; d) que sobre el envío así ordenado inter­
vino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: “FALLA: 
PRIMERO: Se declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de ape­
lación interpuesto por el Estado Dominicano y la San Rafael, C. por A., contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscrip­
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en atribuciones civi­
les en fecha 21 de noviembre de 1975, dictada a favor de Nicolás Sarno, cuyo 
dispositivo está copiado en parte anterior de esta sentencia; SEGUNDO: En 
cuanto al fondo esta Corte obrando por propia autoridad y contrario imperio 
revoca los apartados b) y c) del ordinal tercero de la mencionada sentencia en 
cuanto a las condenaciones impuestas al Estado Dominicano; TERCERO: Se 
confirma en sus demás partes la sentencia impugnada; CUARTO: Se condena 
al Estado Dominicano al pago solidario de los intereses legales de dicha suma a 
partir de la fecha de la demanda, a título de indemnización complementaria; 
QUINTO: Se desestima, por los motivos expuestos el pedimento en el sentido 
que el Estado Dominicano sea condenado al pago de una suma de veinte pesos 
por cada día de retardo en la ejecución de la sentencia; SEXTO: Se condena al 
Estado Dominicano,, parte intimante, al pago de las costas y se ordena su dis­
tracción en provecho de los Dres. Julio César Brache Cáceres y Altagracia Norma 
Bautista Pujols de Castillo, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
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Considerando, que los jueces del fondo pueden acordar a título de indemni­
zación suplementaria en provecho de la víctima, los intereses legales de la suma 
principal, y dar la motivación correspondiente aun en el dispositivo de la senten­
cia como ha ocurrido en la especie; que el hecho de que se otorgue esa indemni­
zación suplementaria, no significa que se están concediendo daños y perjuicios 
moratorios;

Considerando, que si bien es cierto que la Corte a —qua después de procla­
mar en los motivos de su sentencia que procede acordar los intereses legales y 
que el ordinal 2do. del dispositivo de dicho fallo se revoca el apartado b) del or­
dinal 3ro. de la sentencia apelada que concedió los indicados intereses, lo que re­
sulta contradictorio, también es verdad que en el ordinal 4to. de la sentencia im­
pugnada la Corte a—qua condena al Estado Dominicano, de manera expresa y di­
recta al pago de los intereses legales de dicha suma “a título de indemnización 
complementaria”; lo que significa que la Corte a —qua entendió sin lugar a dudas, 
que en la especie procedía el pago de los intereses legales, tal como lo expuso en 
la motivación de su sentencia.

Considerando, que como en el presente caso, en el ordinal 4to. del dispositi­
vo de la sentencia impugnada se condena de manera expresa y directa al Estado 
Dominicano, a pagar los intereses legales de la suma pricipal a título de indemni­
zación complementaria, y como esc pedimento lo había formulado el reclaman­
te, es obvio que la Corte a —qua al fallar como lo hizo no ha incurrido en la sen­
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados en el medio que se exa­
mina, el cual carece de fundamento y debe ser desestimado;

a la suma principal, a partir de la fecha de la demanda, a título de indemnización 
supletoria; que en el noveno considerando de la sentencia impugnada se afirma 
que los jueces del fondo pueden condenar al responsable al pago de los intereses 
legales de la suma que se fije como indemnización, siempre que ese pago se haga 
como indemnización complementaria; que, sin^mbargo, en el ordinal segundo 
del dispositivo de la sentencia impugnada se revoca el indicado apartado b), lo 
que implica una contradicción que hace inejecutable la indicada condenación; 
que el dispositivo de toda sentencia debe ser claro y preciso, y estar en armonía 
con los motivos de la sentencia; lo que no ocurre en la especie, pues en la moti­
vación se afirma que la condenación a los intereses legales es procedente y en 
cambio, en el dispositivo se revoca el apartado b) de la sentencia apelada que los 
había concedido; que en tales condiciones, sostiene el recurrente que la sentencia 
impugnada debe ser casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, que en su segundo medio de casación el recurrente aleguen sín­
tesis, que la Corte a —qua rechazó el astreinte de 20 ¡misos por cada día de retar­
do en el cumplimiento del pago de la suma principal, sobre la base de que contra 
el Estado no pueden dictarse medidas “compulsivas”; sin tomaren cuenta que lo 
que la ley prohíbe es embargar al Estado, esto es, ejercer vías de ejecución con­
tra él; que la condenación a un astreinte no constituye una vía de ejecución for­
zosa contra el Estado Dominicano; que la Corte a —qua al decidir en la forma en
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación.

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto 
que la Corte a—qua para rechazar el pedimento de condenación contra el Estado 
Dominicano, ai pago de un astreinte, expuso, en síntesis lo siguiente: que “el Es­
tado Dominicano, no es susceptible de medidas compulsorias pues la situación 
especial de la administración pública no tolera el empleo de ese procedimiento; 
que, como se advierte, la Corte a—qua al fallar de ese modo, no incurrió en los 
vicios y violaciones denunciados, por lo que el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado;

que lo hizo, incurrió, en la sentencia impugnada, en 
n un ciados; pero,

Considerando, que la medida denominada “astreinte” en el lenguaje jurídico 
usual, es un medio compulsivo de orden sustantivo derivado del Artículo 1134 
del Código Civil que se aplica ocasión de litis cuando los jueces lo estimen ra­
zonablemente de Jugar a pedimento de parte interesada; pero tal medida como 
compulsoria que es, no puede ser pronunciada contra el Estado, como persona 
moral de derecho público, ya que sería crearle una obligación inminente de pago 
incompatible con el principio de que contra su patrimonio no proceden vías 
compulsorias;
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